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1. 1. ¿CUALES SON LOS TÉRMINOS QUE HAY QUE CONOCER? 
 

 Contratos: 
 
Un contrato es un pacto o convenio, oral o escrito, entre partes que se obligan sobre materia o 
cosa determinada, y a cuyo cumplimiento pueden ser compelidas. Este acuerdo de voluntades 
genera derechos y obligaciones a las partes. 
 
Es un acto jurídico bilateral o multilateral, porque intervienen dos o más personas (a diferencia 
de los actos jurídicos unilaterales en que interviene una sola persona), y que tiene por finalidad 
crear derechos y obligaciones (a diferencia de otros actos jurídicos que están destinados a 
modificar o extinguir derechos y obligaciones, como las convenciones). 
 
También se denomina contrato el documento que recoge las condiciones de un convenio. 
 
Podemos encontrar distintos tipos de contratos, como: 
 
Aleatorio: Contrato en el que una de las prestaciones consiste en un hecho fortuito o eventual; 
p. ej., el contrato de seguro. 
 
Bilateral: El que hace nacer obligaciones recíprocas entre las partes. 
 
Blindado: El que, en caso de despido, obliga a una indemnización muy elevada. 
 
Conmutativo: Contrato bilateral en que las prestaciones recíprocas son determinadas y en este 
sentido se contrapone al contrato aleatorio. 
 
Consensual: El que se perfecciona por el solo consentimiento. 
 
De agencia: El que, a cambio de una remuneración, obliga a un profesional o a un empresario a 
promover, y en su caso concluir, de forma continuada operaciones de comercio por cuenta y 
en nombre ajenos. 
 
De alquiler: Contrato de arrendamiento de cosa. 
 
De aparcería: El que obliga a ceder temporalmente un determinado bien a cambio de una 
participación en los beneficios generados por su explotación. 
 
De arbitraje: Compromiso de someter a la decisión de uno o varios árbitros la solución de una 
controversia presente o futura, que obliga a cumplir la resolución arbitral e impide conocer a 
los jueces y tribunales. 
 
De arrendamiento: Aquel por el cual una persona se obliga a ejecutar una obra o prestar un 
servicio a otro mediante cierto precio. 
 
De comisión mercantil: El que tiene por objeto concertar un negocio de carácter mercantil por 
cuenta ajena, siempre que alguno de los contratantes tenga la condición legal de comerciante. 
 
De comodato: Préstamo de uso, con la obligación de devolver la cosa prestada en un 
determinado plazo. 
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De compraventa, o de compra y venta: El que tiene por objeto la entrega de una cosa 
determinada a cambio de un precio cierto. 
 
De corretaje: El que obliga a una de las partes a facilitar o promover, a cambio de una 
comisión, la celebración de un determinado contrato entre la otra parte y un tercero. 
 
De depósito: Acuerdo destinado a procurar la guarda y custodia de una cosa mueble ajena, 
que impone a quien recibe dicha cosa la obligación de devolverla en cuanto lo requiera la 
persona que hizo la entrega. 
 
De depósito irregular: El que tiene por objeto dinero e implica la facultad de hacer uso de él y 
la obligación de devolver una cantidad igual a la recibida. 
 
De depósito miserable, o de depósito necesario: El que, al venir impuesto por la ley o por una 
situación de necesidad padecida por el depositante, determina una agravación de la 
responsabilidad criminal del depositario en caso de apropiación de las cosas depositadas. 
 
De descuento: Aquel por el que se transmite un derecho de crédito, normalmente expresado 
en un documento, a cambio de un precio en dinero calculado mediante una rebaja o 
descuento sobre el valor de dicho crédito al tiempo de su vencimiento. 
 
De donación: El que se forma mediante la voluntad de transmitir gratuitamente una cosa y la 
de aceptar dicha transmisión. 
 
De fianza: El que establece la obligación de pagar o de cumplir por un tercero en caso de no 
hacerlo este. 
 
De locación y conducción: Convención mutua en virtud de la cual se obliga el dueño de una 
cosa, mueble o inmueble, a conceder a alguien el uso y disfrute de ella por tiempo 
determinado, mediante cierto precio o servicio que ha de satisfacer el que lo recibe. 
 
De obra: El que dura hasta la finalización de un trabajo determinado. 
 
De retrovendendo: Convención accesoria al contrato de compra y venta, por la cual se obliga el 
comprador a devolver al vendedor la cosa vendida, mediante recobro, dentro de cierto tiempo 
o sin plazo señalado, del precio que dio por ella. 
 
De sociedad: El que obliga a dos o más personas a poner en común dinero, bienes o servicios, 
para la consecución de un fin común, normalmente lucrativo. 
 
Unilateral: Aquel de que nacen obligaciones para una de las partes,como el préstamo o el 
depósito. 
 

 Pliegos de condiciones y de prescripciones técnicas: 
 
En la contratación de obras, servicios y suministros a cargo de entidades públicas, son las bases 
por las que han de regirse, comprensivas del tipo de licitación, depósitos, obligaciones, etc. 
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 Acto y procedimiento administrativo: 

 
Acto jurídico emanado de una administración pública y procedimento que ha de seguirse para 
la realización de la actividad jurídica de la administración.  
 

 Recurso: 
 
Es el medio establecido en la ley para obtener la modificación, revocación o invalidación de 
una resolución administrativa o judicial, ya sea del mismo órgano o tribunal que la dictó o de 
otro de superior jerarquía. 
 
En todo recurso encontramos: una resolución que es impugnada (llamado en doctrina, 
resolución recurrida); un litigante agraviado con la resolución que busca impugnar 
(recurrente); un órgano o tribunal que la ha dictado (tribunal a quo); un órgano o tribunal que 
conoce del recurso (tribunal ad quem); y una nueva resolución que puede confirmar, 
modificar, revocar o invalidar la resolución recurrida. 
 

 Sociedad Anónima y Limitada: 
 

La sociedad anónima es aquella sociedad mercantil cuyos titulares lo son en virtud de una 
participación en el capital social a través de títulos o acciones. Las acciones pueden 
diferenciarse entre sí por su distinto valor nominal o por los diferentes privilegios vinculados a 
éstas, como por ejemplo la percepción a un dividendo mínimo. Los accionistas no responden 
con su patrimonio personal, sino únicamente con el capital aportado. 
 
Los órganos de una sociedad anónima son la Junta General de Accionistas o Asamblea, el cual 
elige los Administradores o Consejo de Administración o Directorio.  
 
Cada integrante de la Junta General de Accionistas tiene tantos votos como títulos o acciones o 
tipos de acciones posee. 
 
En términos generales, las sociedades anónimas se reputan siempre mercantiles, aun cuando 
se formen para la realización de negocios de carácter civil. 
 
La sociedad limitada es una sociedad mercantil en la que el capital está dividido en cuotas 
sociales de distinto valor, con títulos innegociables ni denominables acciones y en la que la 
responsabilidad de los socios se circunscribe exclusivamente al capital aportado por cada uno. 
 
En la razón social de este tipo de sociedad debe dejarse en claro que la sociedad se trata de 
una de responsabilidad limitada, de omitirse esta circunstancia los socios responden 
solidariamente de las obligaciones de la sociedad. 
 
Las resoluciones en la sociedad las adoptan los socios. Estos individuos son los creadores de 
este tipo de sociedad. El contrato deberá establecer de qué forma se adoptarán dichas 
decisiones. Lo habitual es que las decisiones sean adoptadas en la reunión de Socios. Cuando 
la decisión tuviera que ver con la modificación del contrato social, si alguno de los socios 
tuviera la mayoría necesaria para tomar por sí sólo la decisión, la cual varía según que el 
contrato lo hubiera previsto (más de la mitad del capital social) o no (tres cuartas partes del 
capital social), la ley exige el voto de otro socio en el mismo sentido. 
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A pesar de la similitud entre la Sociedad Anónima y la Sociedad Limitada (capital dividido en 
acciones o participaciones, responsabilidad de los accionistas/socios al capital aportado), la 
mayor diferencia radica en la personalidad de los socios de la Sociedad Limitada. Es decir, a 
pesar de que ambas figuras jurídicas se denominan sociedad capitalistas (donde lo que 
importa es el capital aportado), la sociedad limitada se distingue de la anónima en que, 
además de ser capitalista, también tiene un toque personalista, esto es, no sólo le importa el 
capital aportado, sino también las personas que ponen el capital. Por ello, cuando un socio 
quiera desprenderse de sus participaciones, los demás socios tendrán derecho preferente a 
adquirirlas, ya que, dado este carácter un poco más personalista, la sociedad limitada protege 
a los socios frente a entradas de nuevos socios no deseados. 
 

 Póliza: 
 
Documento en el que se hace constar los pactos y condiciones propios de la contratación 
mercantil. El término póliza suele vincularse a ámbitos relacionados con los seguros. 
 

 Siniestro: 
Avería grave, destrucción fortuita o pérdida importante que sufren las personas o las cosas por 
causa de un accidente, catástrofe, etc., que suelen ser indemnizadas por las aseguradoras. 
 

 Teoría General del Derecho: 
Parte de la ciencia jurídica que se ocupa de los problemas de composición, formación, unidad, 
plenitud, coherencia y fines que se plantea todo ordenamiento jurídico, así como de los 
criterios de delimitación de éste frente a otros ámbitos de la acción social. 
 

2. CONCEPTOS GENERALES SOBRE LA TEORIA GENERAL DE LAS DISPOSICIONES 
NORMATIVAS 

 

2.1.  Norma con rango de Ley ordinaria: 

 
Son normas dictadas por las Cortes Generales o por el Gobierno por delegación de las Cortes, 
cuyas materias no conforman una ley orgánica. El Gobierno tiene la potestad de transformar 
cualquier norma, exceptuando las que conformarían una Ley Orgánica, en Norma con Rango 
de Ley. 
 

2.2. Reglamentos: 

 
El reglamento es una norma jurídica de carácter general dictada por el poder ejecutivo. Su 
rango en el orden jerárquico es inmediatamente inferior a la ley y, generalmente, la desarrolla. 
 
Por lo tanto, según la mayoría de la doctrina, se trata de una de las fuentes del Derecho, 
formando pues parte del ordenamiento jurídico. La titularidad de la potestad reglamentaria 
viene recogida en las constituciones. 
 
Los reglamentos se pueden clasificar en: 
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- Estatales o no estatales, en función de qué administración territorial los dicta. 
 
- Ejecutivos, que son aquellos que desarrollan una norma legal ya existente; independientes, 
que son los que, aún no existiendo una norma legal, regulan una actividad que merece 
atención jurídica, y los llamados de necesidad, esto es, aquellos dictados como consecuencia 
de un estado extraordinario para el cual se necesitan disposiciones rápidas. 
 
También se acostumbra a denominar reglamento a: 
 
- Una colección ordenada de reglas o preceptos. 
- Un documento que proporciona reglas de carácter obligatorio y que ha sido adoptado por 
una autoridad. 
- El conjunto de normas que rigen cualquier actividad de competición, de regulación interna de 
colectivos, asociaciones y empresas en general. 
 

2.3.  Órdenes Ministeriales: 

 
Son mandatos dictados por el Ministerio o Gobierno del Estado. Las Órdenes Ministeriales van 
fechadas según el día de aprobación por el órgano competente. 
 
Ej. ORDEN de 13 septiembre 2001 DE MODIFICACION PARCIAL DE LA ORDEN de 16 de 
diciembre de 1997 

 

2.4. Reales Decretos: 

 
Un decreto es una decisión tomada por la autoridad competente en materia de su 
incumbencia, y que se hace pública. Un Real Decreto, es un decreto aprobado en el Consejo de 
Ministros y sancionado por el rey. 
 

2.5. Normativa Comunitaria: 

 
Conjunto de normas aplicables a una determinada materia o actividad, para el conjunto de los 
países miembros de la Unión Europea. 
 

2.6. Fuentes del Derecho: 

 
Las fuentes del derecho son los actos o hechos de los que deriva la creación, modificación o 
extinción de normas jurídicas. A veces, también, se entiende por tales a los órganos de los 
cuales emanan las normas que componen el ordenamiento jurídico (conocidos como órganos 
normativos o con facultades normativas), y a los factores históricos que inciden en la creación 
del derecho. 
 

3. 3. PRINCIPIOS DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO. DERECHO Y LIBERTADES 
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3.1. Principios del ordenamiento jurídico 

 
Las normas de referencia para los principios del ordenamiento jurídico las encontramos, 
principalmente, en la Constitución Española, el Código Civil y los Estatutos de Autonomía de las 
distintas Comunidades Autónomas. Otras fuentes legales para estos principios serían también 
las demás Leyes, disposiciones normativas y actos del Estado con fuerza de Ley, los Tratados 
Internacionales, los Reglamentos de las Cámaras y de las Cortes Generales, las Leyes, actos y 
disposiciones normativas con fuerza de Ley de las Comunidades Autónomas, y los Reglamentos 
de las Asambleas legislativas de las Comunidades Autónomas. 
 
De la Constitución Española se extrae: 
 
Artículo 9.1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del 
ordenamiento jurídico. 
 
Artículo 9.3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la 
publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o 
restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción 
de la arbitrariedad de los poderes públicos 
 
Del Código Civil se extrae: 
 
Artículo 1 
 
1. Las fuentes del ordenamiento jurídico español son la ley, la costumbre y los 
principios generales del derecho. 
 
2. Carecerán de validez las disposiciones que contradigan otra de rango superior. 
 
3. La costumbre sólo regirá en defecto de ley aplicable, siempre que no sea contraria a la moral 
o al orden público y que resulte probada. 
 
Los usos jurídicos que no sean meramente interpretativos de una declaración de voluntad 
tendrán la consideración de costumbre. 
 
4. Los principios generales del derecho se aplicarán en defecto de ley o costumbre, sin 
perjuicio de su carácter informador del ordenamiento jurídico. 
 
5. Las normas jurídicas contenidas en los tratados internacionales no serán de aplicación 
directa en España en tanto no hayan pasado a formar parte del ordenamiento interno 
mediante su publicación íntegra en el Boletín Oficial del Estado. 
 
6. La jurisprudencia complementará el ordenamiento jurídico con la doctrina que, de modo 
reiterado, establezca el Tribunal Supremo al interpretar y aplicar la ley, la costumbre y los 
principios generales del derecho. 
 
7. Los Jueces y Tribunales tienen el deber inexcusable de resolver en todo caso los asuntos de 
que conozcan, ateniéndose al sistema de fuentes establecido. 
 
Artículo 2 
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1. Las leyes entrarán en vigor a los veinte días de su completa publicación en el Boletín Oficial 
del Estado, si en ellas no se dispone otra cosa. 
 
2. Las leyes sólo se derogan por otras posteriores. La derogación tendrá el alcance que 
expresamente se disponga y se extenderá siempre a todo aquello que en la ley nueva, sobre la 
misma materia, sea incompatible con la anterior. 
 
Por la simple derogación de una ley no recobran vigencia las que ésta hubiere derogado. 
 
3. Las leyes no tendrán efecto retroactivo si no dispusieren lo contrario. 
 

3.2. Derechos y libertades 

 
3.2.1. Extracto de los derechos fundamentales y las libertades públicas 
 
Artículo 15. 
 
Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan 
ser sometidos a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena 
de muerte, salvo lo que puedan disponer las Leyes penales militares para tiempos de guerra. 
 
Artículo 16. 
 
1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades 
sin más limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden 
publico protegido por la Ley. 
 
2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias. 
 
3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las 
creencias religiosas de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de 
cooperación con la Iglesia Católica y las demás confesiones. 
 
Artículo 17. 
 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su 
libertad, sino con la observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma 
prevista en la Ley. 
 
2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la 
realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, 
en el plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a 
disposición de la autoridad judicial. 
 
3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea 
comprensible, de sus derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a 
declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al detenido en las diligencias policiales y 
judiciales, en los términos que la Ley establezca. 
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4. La Ley regulara un procedimiento de habeas corpus para producir la inmediata puesta a 
disposición judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por Ley se determinara el 
plazo máximo de duración de la prisión provisional. 
 
Artículo 18. 
 
1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen. 
 
2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en el sin consentimiento 
del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito. 
 
3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y 
telefónicas, salvo resolución judicial. 
 
4. La Ley limitara el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y 
familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos. 
 
Artículo 19. 
 
Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio 
nacional. 
 
Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la Ley 
establezca. Este derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos. 
 
Artículo 20. 
 
1. Se reconocen y protegen los derechos: 
 
a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el 
escrito o cualquier otro medio de reproducción. 
 
b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica. 
c) A la libertad de cátedra. 
d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La Ley 
regulara el derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas 
libertades. 
 
2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa. 
 
3. La Ley regulara la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación 
social dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizara el acceso a dichos 
medios de los grupos sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad 
y de las diversas lenguas de España. 
 
4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en 
los preceptos de las Leyes que lo desarrollan y, especialmente, en el derecho al honor, a la 
intimidad, a la propia imagen y a la protección de la juventud y de la infancia. 
 
5. Solo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de 
información en virtud de resolución judicial. 
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Artículo 21. 
 
1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no 
necesitara autorización previa. 
 
2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará 
comunicación previa a la autoridad, que solo podrá prohibirlas cuando existan razones 
fundadas de alteración del orden público, con peligro para personas o bienes. 
 
Artículo 22. 
 
1. Se reconoce el derecho de asociación. 
 
2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales. 
 
3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a 
los solos efectos de publicidad. 
 
4. Las asociaciones solo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de 
resolución judicial motivada. 
 
5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar. 
 
Artículo 23. 
 
1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos directamente o por 
medio de representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal. 
 
2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos 
públicos, con los requisitos que señalen las Leyes. 
 
Artículo 24. 
 
1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los que jueces y tribunales 
en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse 
indefensión. 
 
2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la Ley, a la defensa y 
a la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un 
proceso publico sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de 
prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra si mismos, a no confesarse culpables 
y a la presunción de inocencia. 
 
La Ley regulara los casos en que, por razón de parentesco o de secreto profesional, no se 
estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos. 
 
Artículo 25. 
 
1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de 
producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente 
en aquel momento. 
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2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la 
reeducación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. 
 
El condenado a pena de prisión que estuviere cumpliendo la misma gozará de los derechos 
fundamentales de este capítulo, a excepción de los que se vean expresamente limitados por el 
contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la Ley penitenciaria. En todo caso, 
tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad 
Social, así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad. 
 
3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, 
impliquen privación de libertad. 
 
Artículo 26. 
 
Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las 
organizaciones profesionales. 
 
Artículo 27. 
 
1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza. 
 
2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto 
a los principios democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales. 
 
3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban 
la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. 
 
4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita. 
 
5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una 
programación general de la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores 
afectados y la creación de centros docentes. 
 
6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, 
dentro del respeto a los principios constitucionales. 
 
7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de 
todos los centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la 
Ley establezca. 
 
8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el 
cumplimiento de las Leyes. 
 
9. Los poderes públicos ayudaran a los centros docentes que reúnan los requisitos que la Ley 
establezca. 
 
10. Se reconoce la autonomía de las Universidades en los términos que la Ley establezca. 
 
Artículo 28 
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1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente, La Ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio 
de este derecho a las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a 
disciplina militar y regulara las peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos.  
 
2. La libertad sindical comprende el derecho a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, 
así como el derecho de los sindicatos a formar confederaciones y a fundar organizaciones 
sindicales internacionales o afiliarse a las mismas. Nadie podrá ser obligado a afiliarse a un 
sindicato. 
 
3. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La 
Ley que regule el ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el 
mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad. 
 
Artículo 29. 
 
1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva por escrito, en la 
forma y con los efectos que determine la Ley. 
 
2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina 
militar podrán ejercer este derecho solo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su 
legislación específica. 
 
3.2.2. Defensa de los derechos y libertades 
 
1. Los derechos y libertades reconocidos en la Constitución vinculan a todos los poderes 
públicos. 
 
Sólo por Ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el 
ejercicio de tales derechos y libertades que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en la 
Constitución. 
 
2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos ante 
los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de preferencia y 
sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. Este 
último recurso será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30 de la 
Constitución. 
 
3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en la 
Constitución, informará la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes 
públicos. Solo podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que 
dispongan las Leyes que los desarrollen. 
 
Una Ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las 
Cortes Generales, designado por estas para la defensa de los derechos comprendidos en la 
Constitución, a cuyo efecto podrá supervisar 
la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales. 
 
3.2.3. La suspensión de derechos y libertades 
 
Artículo 55 
 
1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3; artículos 
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19, 20, apartados 1, a) y d), y 5, artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán 
ser suspendidos cuando se acuerde la declaración del estado de excepción o de sitio en los 
términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo establecido anteriormente el apartado 
3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de estado de excepción. 
 
2. Una Ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual y con 
la necesaria intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos 
reconocidos en los artículos 17, apartado 2, y 18, 
apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos para personas determinadas, en relación con las 
investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas. 
 
La utilización injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha 
Ley orgánica producirá responsabilidad penal, como violación de los derechos 
y libertades reconocidos por las Leyes. 
 

4. LEGISLACIÓN ADMINISTRATIVA 
 
La Ley 30/1992 establece y regula las bases del régimen jurídico, el procedimiento 
administrativo común y el sistema de responsabilidad de las Administraciones Públicas, siendo 
aplicable a todas ellas. 
 

4.1. Ámbito de aplicación. 

 
1. Se entiende a los efectos de esta Ley por Administraciones Públicas: 
 
A) La Administración General del Estado. 
B) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas. 
C) Las Entidades que integran la Administración Local. 
 
2. Las Entidades de Derecho Público con personalidad jurídica propia vinculadas o 
dependientes de cualquiera de las Administraciones Públicas tendrán asimismo la 
consideración de Administración Pública. Estas Entidades sujetarán su actividad a la ley 
referida cuando ejerzan potestades administrativas, sometiéndose en el resto de su actividad a 
lo que dispongan sus normas de creación. 

4.2. Principios generales. 

1. Las Administraciones públicas sirven con objetividad los intereses generales y actúan de 
acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y 
coordinación, con sometimiento pleno a la Constitución, a la Ley y al Derecho. 
 
Igualmente, deberán respetar en su actuación los principios de buena fe y de confianza 
legítima. 
 
2. Las Administraciones públicas, en sus relaciones, se rigen por el principio de cooperación y 
colaboración, y en su actuación por los criterios de eficiencia y servicio a los ciudadanos. 
 
3. Bajo la dirección del Gobierno de la Nación, de los órganos de gobierno de las Comunidades 
Autónomas y de los correspondientes de las Entidades que integran la Administración Local, la 
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actuación de la Administración pública respectiva se desarrolla para alcanzar los objetivos que 
establecen las leyes y el resto del ordenamiento jurídico. 
 
4. Cada una de las Administraciones públicas actúa para el cumplimiento de sus fines con 
personalidad jurídica única. 
 
5. En sus relaciones con los ciudadanos las Administraciones públicas actúan de conformidad 
con los principios de transparencia y de participación. 
 

4.3. Principios de las relaciones entre las Administraciones Públicas. 

 
1. Las Administraciones públicas actúan y se relacionan de acuerdo con el principio de lealtad 
institucional y, en consecuencia, deberán: 
 
a. Respetar el ejercicio legítimo por las otras Administraciones de sus competencias. 
 
b. Ponderar, en el ejercicio de las competencias propias, la totalidad de los intereses públicos 
implicados y, en concreto, aquellos cuya gestión esté encomendada a las otras 
Administraciones. 
 
c. Facilitar a las otras Administraciones la información que precisen sobre la actividad que 
desarrollen en el ejercicio de sus propias competencias. 
 
d. Prestar, en el ámbito propio, la cooperación y asistencia activas que las otras 
Administraciones pudieran recabar para el eficaz ejercicio de sus competencias. 
 
2. A efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, las Administraciones públicas podrán 
solicitar cuantos datos, documentos o medios probatorios se hallen a disposición del ente al 
que se dirija la solicitud. Podrán también solicitar asistencia para la ejecución de sus 
competencias. 
 
3. La asistencia y cooperación requerida sólo podrá negarse cuando el ente del que se solicita 
no esté facultado para prestarla, no disponga de medios suficientes para ello o cuando, de 
hacerlo, causara un perjuicio grave a los intereses cuya tutela tiene encomendada o al 
cumplimiento de sus propias funciones. La negativa a prestar la asistencia se comunicará 
motivadamente a la Administración solicitante. 
 
4. La Administración General del Estado, las de las Comunidades Autónomas y las Entidades 
que integran la Administración Local deberán colaborar y auxiliarse para aquellas ejecuciones 
de sus actos que hayan de realizarse fuera de sus respectivos ámbitos territoriales de 
competencias. 
 
5. En las relaciones entre la Administración General del Estado y la Administración de las 
Comunidades Autónomas, el contenido del deber de colaboración se desarrollará a través de 
los instrumentos y procedimientos que de manera común y voluntaria establezcan tales 
Administraciones. 
 
Cuando estas relaciones, en virtud del principio de cooperación, tengan como finalidad la toma 
de decisiones conjuntas que permitan, en aquellos asuntos que afecten a competencias 
compartidas o exijan articular una actividad común entre ambas Administraciones, una 
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actividad más eficaz de los mismos, se ajustarán a los instrumentos y procedimientos de 
cooperación a que se refieren los artículos siguientes. 

 
5. CONCEPTOS GENERALES DE PROTECCIÓN DE DATOS 

 
La Ley Orgánica de Protección de Datos define que se entenderá por: 
 
a) Datos de carácter personal: cualquier información concerniente a personas físicas 
identificadas o identificables. 
 
b) Fichero: todo conjunto organizado de datos de carácter personal, cualquiera que fuere la 
forma o modalidad de su creación, almacenamiento, organización y acceso. 
 
c) Tratamiento de datos: operaciones y procedimientos técnicos de carácter automatizado o 
no, que permitan la recogida, grabación, conservación, elaboración, modificación, bloqueo y 
cancelación, así como las cesiones de datos que resulten de comunicaciones, consultas, 
interconexiones y transferencias. 
 
d) Responsable del fichero o tratamiento: persona física o jurídica, de naturaleza pública o 
privada, u órgano administrativo, que decida sobre la finalidad, contenido y uso del 
tratamiento. 
 
e) Afectado o interesado: persona física titular de los datos que sean objeto del tratamiento a 
que se refiere el apartado c) del presente artículo. 
 
f) Procedimiento de disociación: todo tratamiento de datos personales de modo que la 
información que se obtenga no pueda asociarse a persona identificada o identificable. 
 
g) Encargado del tratamiento: la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio o 
cualquier otro organismo que, sólo o conjuntamente con otros, trate datos personales por 
cuenta del responsable del tratamiento. 
 
h) Consentimiento del interesado: toda manifestación de voluntad, libre, inequívoca, 
específica e informada, mediante la que el interesado consienta el tratamiento de datos 
personales que le conciernen. 
 
i) Cesión o comunicación de datos: toda revelación de datos realizada a una persona distinta 
del interesado. 
 
j) Fuentes accesibles al público: aquellos ficheros cuya consulta puede ser realizada, por 
cualquier persona, no impedida por una norma limitativa o sin más exigencia que, en su caso, 
el abono de una contraprestación. 
 
Tienen la consideración de fuentes de acceso público, exclusivamente, el censo promocional, 
los repertorios telefónicos en los términos previstos por su normativa específica y las listas de 
personas pertenecientes a grupos de profesionales que contengan únicamente los datos de 
nombre, título, profesión, actividad, grado académico, dirección e indicación de su pertenencia 
al grupo. 
 
Asimismo, tienen el carácter de fuentes de acceso público los diarios y boletines oficiales y los 
medios de comunicación. 
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5.1.  Principios de la protección de datos: 

 
1. Los datos de carácter personal sólo se podrán recoger para su tratamiento, así como 
someterlos a dicho tratamiento, cuando sean adecuados, pertinentes y no excesivos en 
relación con el ámbito y las finalidades determinadas, explícitas y legítimas para las que se 
hayan obtenido. 
 
2. Los datos de carácter personal objeto de tratamiento no podrán usarse para finalidades 
incompatibles con aquellas para las que los datos hubieran sido recogidos. 
 
 
No se considerará incompatible el tratamiento posterior de éstos con fines históricos, 
estadísticos o científicos. 
 
3. Los datos de carácter personal serán exactos y puestos al día de forma que respondan con 
veracidad a la situación actual del afectado. 
 
4. Si los datos de carácter personal registrados resultaran ser inexactos, en todo o en parte, o 
incompletos, serán cancelados y sustituidos de oficio por los correspondientes datos 
rectificados o completados. 
 
5. Los datos de carácter personal serán cancelados cuando hayan dejado de ser necesarios o 
pertinentes para la finalidad para la cual hubieran sido recabados o registrados. 
 
No serán conservados en forma que permita la identificación del interesado durante un 
período superior al necesario para los fines en base a los cuales hubieran sido recabados o 
registrados. 
 
Reglamentariamente se determinará el procedimiento por el que, por excepción, atendidos los 
valores históricos, estadísticos o científicos de acuerdo con la legislación específica, se decida 
el mantenimiento integro de determinados datos. 
 
6. Los datos de carácter personal serán almacenados de forma que permitan 
el ejercicio del derecho de acceso, salvo que sean legalmente cancelados. 
 
7. Se prohíbe la recogida de datos por medios fraudulentos, desleales o ilícitos. 
 

5.2. Datos especialmente protegidos: 

 
1. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias. 
 
2. Sólo con el consentimiento expreso y por escrito del afectado podrán ser objeto de 
tratamiento los datos de carácter personal que revelen la ideología, afiliación sindical, religión 
y creencias. Se exceptúan los ficheros mantenidos por los partidos políticos, sindicatos, 
iglesias, confesiones o comunidades religiosas y asociaciones, fundaciones y otras entidades 
sin ánimo de lucro, cuya finalidad sea política, filosófica, religiosa o sindical, en cuanto a los 
datos relativos a sus asociados o miembros, sin perjuicio de que la cesión de dichos datos 
precisará siempre el previo consentimiento del afectado. 
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3. Los datos de carácter personal que hagan referencia al origen racial, a la salud y a la vida 
sexual sólo podrán ser recabados, tratados y cedidos cuando, por razones de interés general, 
así lo disponga una ley o el afectado consienta expresamente. 
 
4. Quedan prohibidos los ficheros creados con la finalidad exclusiva de almacenar datos de 
carácter personal que revelen la ideología, afiliación sindical, religión, creencias, origen racial o 
étnico, o vida sexual. 
 
5. Los datos de carácter personal relativos a la comisión de infracciones penales o 
administrativas sólo podrán ser incluidos en ficheros de las Administraciones públicas 
competentes en los supuestos previstos en las respectivas normas reguladoras. 
 
6. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, podrán ser objeto de tratamiento los 
datos de carácter personal a que se refieren los apartados 2 y 3, cuando dicho tratamiento 
resulte necesario para la prevención o para el diagnóstico médicos, la prestación de asistencia 
sanitaria o tratamientos médicos o la gestión de servicios sanitarios, siempre que dicho 
tratamiento de datos se realice por un profesional sanitario sujeto al secreto profesional o por 
otra persona sujeta asimismo a una obligación equivalente de secreto. 
 
También podrán ser objeto de tratamiento los datos a que se refiere el párrafo anterior 
cuando el tratamiento sea necesario para salvaguardar el interés vital del afectado o de otra 
persona, en el supuesto de que el afectado esté física o jurídicamente incapacitado para dar su 
consentimiento. 
 

5.3. Seguridad de los datos: 

 
1. El responsable del fichero, y, en su caso, el encargado del tratamiento deberán adoptar las 
medidas de índole técnica y organizativas necesarias que garanticen la seguridad de los datos 
de carácter personal y eviten su alteración, pérdida, tratamiento o acceso no autorizado, 
habida cuenta del estado de la tecnología, la naturaleza de los datos almacenados y los riesgos 
a que están expuestos, ya provengan de la acción humana o del medio físico o natural. 
 
2. No se registrarán datos de carácter personal en ficheros que no reúnan las condiciones que 
se determinen por vía reglamentaria con respecto a su integridad y seguridad ya las de los 
centros de tratamiento, locales, equipos, sistemas y programas. 

5.4. Deber de secreto: 

 
El responsable del fichero y quienes intervengan en cualquier fase del tratamiento de los datos 
de carácter personal están obligados al secreto profesional respecto de los mismos y al deber 
de guardarlos, obligaciones que subsistirán aun después de finalizar sus relaciones con el 
titular del fichero o, en su caso, con el responsable del mismo. 

5.5. Ficheros de titularidad pública: 

 
1. La creación, modificación o supresión de los ficheros de las Administraciones públicas sólo 
podrán hacerse por medio de disposición general publicada en el Boletín Oficial del Estado o 
Diario oficial correspondiente. 
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2. Las disposiciones de creación o de modificación de ficheros deberán indicar: 
 
a) La finalidad del fichero y los usos previstos para el mismo. 
 
b) Las personas o colectivos sobre los que se pretenda obtener datos de carácter personal o 
que resulten obligados a suministrarlos. 
 
c) El procedimiento de recogida de los datos de carácter personal. 
 
d) La estructura básica del fichero y la descripción de los tipos de datos de carácter personal 
incluidos en el mismo. 
 
e) Las cesiones de datos de carácter personal y, en su caso, las transferencias de datos que se 
prevean a países terceros. 
 
f) Los órganos de las Administraciones responsables del fichero. 
 
g) Los servicios o unidades ante los que pudiesen ejercitarse los derechos de  acceso, 
rectificación, cancelación y oposición. 
 
h) Las medidas de seguridad con indicación del nivel básico, medio o alto exigible. 
 
3. En las disposiciones que se dicten para la supresión de los ficheros, se establecerá el destino 
de los mismos o, en su caso, las previsiones que se adopten para su destrucción. 

5.6. Comunicación de datos entre Administraciones públicas: 

 
1. Los datos de carácter personal recogidos o elaborados por las Administraciones públicas 
para el desempeño de sus atribuciones no serán comunicados a otras Administraciones 
públicas para el ejercicio de competencias diferentes o de competencias que versen sobre 
materias distintas, salvo cuando la comunicación hubiere sido prevista por las disposiciones de 
creación del fichero o por disposición de superior rango que regule su uso, o cuando la 
comunicación tenga por objeto el tratamiento posterior de los datos con fines históricos, 
estadísticos o científicos. 
 
2. Podrán, en todo caso, ser objeto de comunicación los datos de carácter personal que una 
Administración pública obtenga o elabore con destino a otra. 
 
3. La comunicación de datos recogidos de fuentes accesibles al público no podrá efectuarse a 
ficheros de titularidad privada, sino con el consentimiento del interesado o cuando una ley 
prevea otra cosa. 
 
4. En los supuestos previstos en los apartados 1 y 2 expuestos no será necesario el 
consentimiento del afectado 
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